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En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 97 del
Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el
BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES del informe emi-
tido por la Ponencia sobre el Proyecto de Ley sobre Condi-
ciones Generales de la Contratación (núm. expte. 121/79).

Palacio del Congreso de los Diputados, 6 de febrero de
1998.—El Presidente del Congreso de los Diputados,
Federico Trillo-Figueroa Martínez-Conde.

A la Comisión de Justicia e Interior

La Ponencia encargada de redactar el Informe sobre el
Proyecto de Ley sobre Condiciones Generales de la Con-
tratación (expte. n.º 121/79), integrada por los Diputados
D. Tomás Burgos Gallego, D. Jesús María López-Medel
Bascones y D. Alfonso Soriano Benítez de Lugo (GP); D.
Julio Villarrubia Mediavilla y D. Joaquín Íñiguez Molina
(GS); D. Pablo Castellano Cardalliaguet (GIU); D. Ignasi
Guardans i Cambó (GC-CiU); D.ª Margarita Uría Echeva-
rría (GV-PNV); D. Luis Mardones Sevilla (GCC) y D.ª Be-
goña Lasagabaster Olazábal (GMx), ha estudiado con todo
detenimiento dicha iniciativa, así como las enmiendas pre-
sentadas, y en cumplimiento de lo dispuesto en el artículo
113 del Reglamento elevan a la Comisión el siguiente:

I N F O R M E

Artículo 1

En relación con este artículo, la Ponencia propone a la
Comisión la incorporación de las enmiendas núms. 21

(GS) y 76 (GC-CiU), con la introducción de algunas co-
rrecciones técnicas en ambas, de modo que el texto resul-
tante del artículo 1.2 es el siguiente:

«2. El hecho de que ciertos elementos de una cláusula
o que una o varias cláusulas aisladas se hayan negociado
individualmente no excluirá la aplicación de esta Ley al
resto del contrato si la apreciación global lleva a la conclu-
sión de que se trata, no obstante, de un contrato de adhe-
sión.»

Se propone la incorporación de las enmiendas núms. 17
(GV) y 77 (GC-CiU), lo cual supone la supresión del apar-
tado 3 de este artículo.

Respecto a la enmienda núm. 22 (GS), se propone no
aceptarla, sin perjuicio de estudiar en trámites posteriores
su incoporación a la Disposición Adicional Primera de este
Proyecto de Ley, en aquella parte de la misma mediante la
que se añade un nuevo artículo 10 bis a la Ley General para
la Defensa de los Consumidores y Usuarios.

Artículo 1 bis (nuevo)

La ponencia propone la adición de un nuevo artículo
con un texto transaccional a la enmienda núm. 23 (GS), del
siguiente tenor:

«Artículo 1 bis. Ambito subjetivo.

1. La presente Ley será de aplicación a los contratos
que contengan condiciones generales celebrados entre un
profesional —predisponente— y cualquier persona física
o jurídica —adherente—.
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2. A los efectos de esta Ley se entiende por profesio-
nal a toda persona física o jurídica que actúe dentro del
marco de su actividad profesional o empresarial, ya sea pú-
blica o privada.

3. El adherente podrá ser también un profesional, sin
necesidad de que actúe en el marco de su actividad.»

Al haber sido incorporado este texto, se retira la en-
mienda núm. 23 (GS).

Artículo 2

Se propone a la Comisión la incorporación de la en-
mienda núm. 78 (GC-CiU).

Artículo 3

Se propone a la Comisión la aceptación de la enmienda
núm. 24 (GS) y el rechazo de la núm. 52 (GIU).

Artículo 4

La Ponencia propone a la Comisión la aceptación de la
enmienda núm. 79 (GC-CiU) —si bien suprimiendo en el
texto de esta enmienda la palabra «expresa»— y el rechazo
de la núm. 25 (GS).

Asimismo, se propone rechazar la enmienda núm. 53
(GIU), sin perjuicio de que su contenido pudiera enten-
derse incorporado a este Informe como consecuencia de la
aceptación de otras enmiendas.

Se propone a la Comisión el rechazo de las enmiendas
núms. 1 (GCC), 54 y 55 (GIU).

Se propone la incorporación al texto de la enmienda
núm. 80 (GC-CiU), en sus propios términos.

Finalmente, en relación con este artículo, la Ponencia
propone a la Comisión la alteración del orden de los apar-
tados 3 y 4, de manera que el actual apartado 4 pasaría a
ser el 3 y el actual 3 pasaría a ser el 4.

Artículo 5

En primer lugar, la Ponencia propone a la Comisión un
cambio sistemático del Proyecto de Ley, de forma que el
artículo 5 pase a ser el 6 y el actual 6 pase, a su vez, a ser
el 5. Una vez producida esta alteración, el nuevo artículo 6
resultante (el actual 5) se incorporaría al Capítulo II del
Proyecto de Ley, dejando de estar incluido en el Capítulo I.

La Ponencia propone rechazar la enmienda núm. 26 (GS).
Se propone la incorporación de la enmienda núm. 133

(GP), si bien introduciendo en su texto diversas modifica-
ciones de orden técnico, a resultas de lo cual el apartado a)
de este artículo queda redactado en los siguientes términos:

«a) las que el adherente no haya tenido oportunidad
real de conocer de manera completa al tiempo de la cele-

bración del contrato o cuando no hayan sido firmadas,
cuando sea necesario, en los términos resultantes del ar-
tículo 4.»

Se rechazan las enmiendas núms. 2 (GCC) y 56 (GIU).
Se propone la incorporación al texto, en sus propios tér-

minos, de la enmienda núm. 81 (GC-CiU).
La Ponencia propone asimismo la modificación de la

rúbrica de este artículo, sustituyendo la expresión «Cláu-
sulas no incorporadas» por «No incorporación».

Artículo 6

La Ponencia propone a la Comisión la incorporación,
en sus propios términos, de las enmiendas núms. 82 y 83
(GC-CiU).

Se propone el rechazo de la enmienda núm. 27 (GS).

Artículo 7

Respecto de las enmiendas núms. 28 (GS) y 3 (GCC),
se propone a la Comisión la no incorporación al texto del
Proyecto de Ley.

Se acuerda por la Ponencia proponer a la Comisión el
cambio del rótulo de este artículo, que pasará a ser «Ar-
tículo 7. Nulidad».

Artículo 8

Se acuerda proponer la incorporación de las enmiendas
núms. 4 (GCC) y 84 (GC-CiU), colocando sistemática-
mente antes la del Grupo C-CiU que la del Grupo de Coa-
lición Canaria.

Se propone no incorporar la enmienda núm. 57 (GIU),
sin perjuicio de su posterior examen en Comisión.

La Ponencia acuerda proponer a la Comisión la sustitu-
ción de la rúbrica de este artículo, que pasara a ser «Ar-
tículo 8. Régimen aplicable».

Artículo 9

Se propone la aceptación de las enmiendas núms. 85
(GC-CiU) y 29 (GS) en sus propios términos.

En relación con este artículo, la Ponencia propone, asis-
mismo, una modificación en la rúbrica, que pasará a ser
«Artículo 9. Efectos».

Artículo 10

Se propone a la Ponencia la incorporación de las en-
miendas núms. 86 y 87 (GC-CiU).

Respecto a la núm. 88 de este mismo Grupo Parlamen-
tario, se acuerda también su incorporación, si bien con una
corrección técnica del siguiente tenor: En el apartado a) de
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la enmienda, donde dice «Por la persona que las utilice»,
debe decir «Por el predisponente». En el apartado c),
donde dice «demanda o sentencia judicial», debe decir
«demanda o resolución judicial». 

Se propone, asismismo, la aceptación de la enmienda
núm. 89 de este mismo Grupo Parlamentario.

Respecto de las enmiendas núms. 5 (GCC), 30 (GS), 68
(GIU) y 18 (GV-PNV), se propone su no incoporación al
texto del artículo. En este trámite se procede a la retirada
de la enmienda núm. 134 (GP).

Artículo 11

Se propone a la Comisión la no incorporación de las
enmiendas núms. 58 (GIU) y 6 (GCC), sin perjuicio de
anunciarse el ofrecimiento de una enmienda transaccio-
nal en el trámite de Comisión respecto a la primera de
ellas.

Artículo 12

Se propone a la Comisión la no aceptación de las en-
miendas núms. 19 (GV-PNV), 31 (GS) y 59 (GIU).

Se propone, sin embargo la aceptación, en sus propios
términos, de la enmienda núm. 60 (GIU).

Respecto a la enmienda núm. 135 (GP), se propone a la
Comisión su no incorporación al presente artículo, sin per-
juicio de su posterior consideración en el trámite de apro-
bación por la Comisión.

Artículo 13

A este artículo no se han presentado enmiendas, por lo
que se propone el mantenimiento del texto del Proyecto de
Ley en sus propios términos.

Artículo 14

La Ponencia acuerda proponer a la Comisión la acepta-
ción de las tres enmiendas presentadas, núm. 61 (GIU), 90
(GC-CiU) y 136 (GP).

De acuerdo con ello, el texto que se propone del apar-
tado 1 de este artículo es el siguiente: 

«1. En los juicios promovidos por las acciones de-
clarativa, de cesación o retractación será Juez compe-
tente ...»

Artículo 15

La Ponencia acuerda proponer a la Comisión la incor-
poración de las enmiendas núms. 62 (GIU) y 91 y 92
(GC-CiU).

Se acuerda el rechazo de la enmienda núm. 63 (GIU).

Artículo 16

Se acuerda proponer a la Comisión la aceptación de la
enmienda núm. 137 (GP).

Artículo 17

Se acuerda proponer la incorporación de las enmiendas
núms. 7 (GCC), 64 (GIU), 93 y 94 (GC-CiU) y 138 (GP).

Artículo 18

Las dos enmiendas presentadas a este artículo, las
núms. 8 (GCC) y 32 (GS), se propone su no incorporación.

Artículo 19

La Ponencia acuerda proponer a la Comisión la acepta-
ción de la enmienda núm. 9 (GCC) en sus propios térmi-
nos.

La enmienda núm. 95 (GC-CiU) no se incorpora en este
trámite, sin perjuicio de anunciarse, por parte del Grupo
Parlamentario Popular, una transacción sobre la misma
para su debate en Comisión.

Artículo 20

Se propone a la Comisión el rechazo de las dos enmien-
das presentadas, núms. 33 (GS) y 65 (GIU).

Artículo 21

Se propone a la Comisión la no incorporación de la
única enmienda presentada a este artículo, núm. 34 (GS).

Artículo 22

Se propone a la Comisión el rechazo de la enmienda
núm. 10 (GCC). Igualmente, se rechazan las núms. 35 y 36
(GS) y 66 (GIU).

La enmienda núm. 96 (GC-CiU) es objeto de una en-
mienda transaccional del Grupo Popular, que resulta acep-
tada por la Ponencia. El texto es el siguiente: 

«2. Los Notarios, en el ejercicio profesional de su
función pública, velarán por el cumplimiento, en los docu-
mentos que autoricen, de los requisitos de incorporación a
que se refieren los artículos 4 y 6 de esta Ley. Igualmente
advertirán de la obligatoriedad de la inscripción de las con-
diciones generales en los casos legalmente establecidos.»

Respecto a la enmienda núm. 97 (GC-CiU), se propone
su incorporación, si bien con diversas correcciones técni-
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cas. De esta forma el apartado 3 quedará redactado como
sigue:

«3. En todo caso, el Notario hará constar en el con-
trato el carácter de condiciones generales de las cláusulas
que tengan esta naturaleza y que figuren previamente ins-
critas en el Registro de Condiciones Generales de la Con-
tratación, o la manifestación en contrario de los contratan-
tes.»

Artículo 23

La Ponencia propone la no aceptación de las tres en-
miendas presentadas a este artículo, núms. 37 (GS), 11
(GCC) y 67 (GIU).

Disposiciones Adicionales, Transitoria, Derogatoria y
Finales

La Ponencia acuerda proponer a la Comisión el mante-
nimiento del texto del Proyecto de Ley en sus propios tér-
minos, sin perjuicio del examen, en el trámite de la apro-
bación por la Comisión, de las diferentes enmiendas pre-
sentadas.

Exposición de Motivos

Igualmente, la Ponencia acuerda proponer a la Comi-
sión el mantenimiento del texto del Proyecto de Ley, sin
perjuicio del posterior examen de las diferentes enmiendas
presentadas.

A efectos de facilitar su debate en Comisión, en el
Anexo a este Informe figuran las enmiendas y demás mo-
dificaciones técnicas que la Ponencia propone incorporar
al Proyecto de Ley.

Palacio del Congreso de los Diputados, 3 de febrero de
1997.—Tomás Burgos Gallego, Jesús M.ª López-Medel
Bascones, Alfonso Soriano Benítez de Lugo, Julio Villa-
rrubia Mediavilla, Joaquín Íñiguez Molina, Pablo Cas-
tellano Cardalliaguet, Ignasi Guardans i Cambó, Mar-
garita Uría Echevarría, Luis Mardones Sevilla, Begoña
Lasagabaster Olazábal.

A N E X O

PROYECTO DE LEY SOBRE CONDICIONES GENE-
RALES DE LA CONTRATACIÓN (121/79)

Exposición de Motivos

La presente Ley tiene por objeto la transposición de la
Directiva 93/13/CEE del Consejo de 5 de abril de 1993 so-
bre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con con-

sumidores, así como la regulación de la condiciones gene-
rales de la contratación, y se dicta en virtud de los títulos
competenciales que la Constitución Española atribuye en
exclusiva al Estado en el artículo 149 párrafo 1, normas 6ª
y 8ª, por afectar a la legislación mercantil y civil, en parti-
cular a las bases de las obligaciones contractuales.

Se ha optado por llevar a cabo la incorporación de la
Directiva citada mediante una Ley de Condiciones Gene-
rales de la Contratación, que al mismo tiempo, a través de
una disposición adicional (la primera), modifique el marco
jurídico preexistente de protección al consumidor, consti-
tuido por la Ley 26/1984, de 19 de julio, General para la
Defensa de los Consumidores y Usuarios.

La protección de la igualdad de los contratantes, es pre-
supuesto necesario de la justicia de los contenidos contrac-
tuales y constituye uno de los imperativos de la política ju-
rídica en el ámbito de la actividad económica. Por ello la
Ley pretende proteger los legítimos intereses de los consu-
midores y usuarios, pero también de cualquiera que con-
trate con una persona que utilice condiciones generales en
su actividad contractual.

Se pretende así distinguir lo que son cláusulas abusivas
de lo que son condiciones generales de la contratación,
conceptos que no tienen por qué coincidir.

Una cláusula es condición general cuando está predis-
puesta e incorporada a una pluralidad de contratos exclusi-
vamente por una de las partes, y no necesariamente tiene
por qué ser abusiva. Cláusula abusiva es la que en contra
de las exigencias de la buena fe causa en detrimento del
consumidor un desequilibrio importante e injustificado de
las obligaciones contractuales, y puede tener o no el carác-
ter de condición general, ya que también puede darse en
contratos particulares cuando no existe negociación indivi-
dual de sus cláusulas, esto es, en contratos de adhesión par-
ticulares.

Las condiciones generales de la contratación se puede
dar tanto en las relaciones de profesionales entre sí como
de éstos con los consumidores. En uno y otro caso, se
exige que las condiciones generales formen parte del con-
trato, sean conocidas o —en cierto casos de contratación
no escrita— exista posibilidad real de ser conocidas, y que
se redacten de forma transparente, con claridad, concre-
ción y sencillez. Pero además se exige, cuando se contrata
con un consumidor, que no sean abusivas.

El concepto de cláusula contractual abusiva tiene así su
ámbito propio en la relación con los consumidores. Y
puede darse tanto en condiciones generales como en cláu-
sulas predispuestas para un contrato particular al que el
consumidor se limita a adherirse. Es decir, siempre que no
ha existido negociación individual.

Esto no quiere decir que en las condiciones generales
entre profesionales no pueda existir abuso de una posición
dominante. Pero tal concepto se sujetará a las normas ge-
nerales de nulidad contractual. Es decir, nada impide que
también judicialmente pueda declararse la nulidad de una
condición general que sea abusiva cuando sea contraria a
la buena fe y cause un desequilibrio importante entre los
derechos y obligaciones de las partes, incluso aunque se
trate de contratos entre profesionales o empresarios. Pero
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habrá que tener en cuenta en cada caso las características
específicas de la contratación entre empresas.

En este sentido, sólo cuando exista un consumidor
frente a un profesional es cuando operan plenamente la
lista de cláusulas contractuales abusivas recogidas en la
Ley, en concreto en la disposición adicional de la Ley de
Defensa de los Consumidores y Usuarios que ahora se in-
troduce. De conformidad con la Directiva transpuesta, el
consumidor protegido será no sólo el destinatario final de
los bienes y servicios objeto del contrato, sino cualquier
persona que actúe con un propósito ajeno a su actividad
profesional.

En dicho artículo 10 bis y en la disposición adicional de
la misma Ley, que lo desarrolla, se han recogido las cláu-
sulas declaradas nulas por la Directiva y además las que
con arreglo a nuestro Derecho se han considerado clara-
mente abusivas. 

Con ello se ejercita la facultad del Estado obligado a
transponer la Directiva comunitaria de poder incrementar
el nivel de protección más allá de las obligaciones míni-
mas que aquélla impone. 

La Ley se estructura en siete Capítulos, dos disposicio-
nes adicionales, una disposición transitoria, una disposi-
ción derogatoria y tres disposiciones finales.

I. El Capítulo I relativo a «Disposiciones Generales»,
recoge el concepto de condición general de la contratación
basado en la predisposición e incorporación unilateral de
las mismas al contrato. En su formulación se han tenido en
cuenta orientaciones jurisprudenciales anteriores, las apor-
taciones doctrinales sobre la materia y los criterios utiliza-
dos por el Derecho comparado.

Se regula también su ámbito de aplicación tanto desde un
punto de vista territorial como objetivo, siguiendo en lo pri-
mero el criterio de inclusión no sólo de los contratos some-
tidos a la legislación española sino también de aquéllos con-
tratos en los que, aún sometidos a la legislación extranjera,
la adhesión se ha realizado en España por quien tiene en su
territorio la residencia o domicilio. En definitiva, cuando la
declaración negocial se haya producido en territorio español
regirá (en cuanto a las condiciones generales) la ley espa-
ñola, conforme al Convenio sobre la Ley aplicable a las
Obligaciones Contractuales, abierto a la firma en Roma el
19 de junio de 1980, ratificado por Instrumento de 7 mayo
1993 (BOE 19 julio 1993), al atribuirle el carácter de dispo-
sición imperativa (artículos 3 y 5.2 de dicho Convenio).

Desde el punto de vista objetivo se excluyen ciertos
contratos que por sus características específicas, por la ma-
teria que tratan y por la alienidad de la idea de predisposi-
ción contractual, no deben estar comprendidos en la Ley,
como son los administrativos, los de trabajo, los societa-
rios, los que regulen relaciones familiares y los sucesorios.
Tampoco se extiende la Ley —siguiendo el criterio de la
Directiva— a aquéllos contratos en los que las condiciones
generales ya vengan determinadas por un Convenio inter-
nacional en que España sea parte o por una disposición le-
gal o administrativa de carácter general y de aplicación
obligatoria para los contratantes. Conforme al criterio del
considerando décimo de la Directiva, todos estos supues-

tos de exclusión deben entenderse referidos no sólo al ám-
bito de las condiciones generales, sino también al de cláu-
sulas abusivas regulados en la Ley 26/1984 que ahora se
modifica.

La Ley regula además en este Capítulo los requisitos para
que la incorporación de una cláusula general se considere
ajustada a Derecho, y opta por la interpretación de las cláu-
sulas oscuras en la forma más ventajosa para el adherente.

II. El Capítulo II sanciona con nulidad las cláusulas
generales no ajustadas a la Ley, y determina la ineficacia
por no incorporación de las cláusulas que no reúnan los re-
quisitos exigidos en el Capítulo anterior para que puedan
entenderse incorporadas al contrato. Esta nulidad, al igual
que la contravención de cualquier otra norma imperativa o
prohibitiva, podrá ser invocada en su caso por los contra-
tantes conforme a las reglas generales de la nulidad con-
tractual, sin que pueda confundirse tales acciones indivi-
duales con las acciones colectivas de cesación o retracta-
ción reconocidas con carácter general a las entidades o
corporaciones legitimadas para ello en el Capítulo IV y
que tienen un breve plazo de prescripción.

III. En el Capítulo III la Ley crea un Registro de Con-
diciones Generales de la Contratación, de acuerdo con lo
previsto en el artículo 7 de la Directiva y conforme a los
preceptos legales de otros Estados miembros de la Unión
Europea. Registro que se estima sumamente conveniente
como medio para hacer efectivo el ejercicio de acciones
contra las condiciones generales no ajustadas a la Ley. Se
trata de un Registro jurídico, regulado por el Ministerio de
Justicia, que aprovechará la estructura dispensada por los
Registradores de la Propiedad y Mercantiles. Ello no obs-
tante, las funciones calificadoras nunca se extenderán a lo
que es competencia judicial, como es la apreciación de la
nulidad de las cláusulas, sin perjuicio de las funciones es-
trictamente jurídicas encaminadas a la práctica de las ano-
taciones preventivas reguladas en la Ley, a la inscripción
de las resoluciones judiciales y a la publicidad de las cláu-
sulas en los términos en que resulten de los correspondien-
tes asientos. La inscripción en este Registro, para buscar
un equilibrio entre seguridad jurídica y agilidad en la con-
tratación, se configura como voluntaria, si bien legiti-
mando ampliamente para solicitar su inscripción a cual-
quier persona o entidad interesada, como fórmula para per-
mitir la posibilidad efectiva de un conocimiento de las
condiciones generales. Ello no obstante, se admite que en
sectores específicos el Ministerio de Justicia, a instancia
de parte interesada o de oficio, y en propuesta conjunta con
otros departamentos ministeriales, pueda configurar la ins-
cripción como obligatoria.

El carácter eminentemente jurídico de este Registro de-
riva de los efectos «erga omnes» que la inscripción va a
atribuir a la declaración judicial de nulidad, los efectos
prejudiciales que van a producir los asientos relativos a
sentencias firmes en otros procedimientos referentes a
cláusulas idénticas, así como del cómputo del plazo de
prescripción de las acciones colectivas, además del dicta-
men de conciliación que tendrá que emitir su titular. En de-
finitiva, el Registro de Condiciones Generales va a posibi-
litar el ejercicio de las acciones colectivas y a coordinar la
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actuación judicial, permitiendo que ésta sea uniforme y no
se produzcan una multiplicidad de procesos sobre la
misma materia descoordinados y sin posibilidad de acu-
mulación.

IV. El Capítulo IV regula las acciones colectivas en-
caminadas a impedir la utilización de condiciones genera-
les que sean contrarias a la Ley, como son la acción de ce-
sación, dirigida a impedir la utilización de tales condicio-
nes generales; la de retractación, dirigida a prohibir y re-
tractarse de su recomendación, siempre que en algún mo-
mento hayan sido efectivamente utilizadas, y que permitirá
actuar no sólo frente al predisponente que utilice condicio-
nes generales nulas, sino también frente a las Organizacio-
nes que las recomienden; y la declarativa, dirigida a reco-
nocer su cualidad de condición general e instar la inscrip-
ción de las mismas en el Registro de Condiciones Genera-
les de la Contratación. Todo ello sin perjuicio de la posibi-
lidad de ejercitar las acciones individuales de nulidad con-
forme a las reglas comunes de la nulidad contractual o la
de no incorporación de determinadas cláusulas generales.

La Ley parte de que el control de la validez de las cláu-
sulas generales tan sólo corresponde a Jueces y Tribunales,
sin perjuicio de la publicidad registral de las resoluciones
judiciales relativas a aquéllas a través del Registro regu-
lado en el Capítulo III y del deber de colaboración de los
profesionales ejercientes de funciones públicas.

Este Capítulo IV también regula la legitimación activa
para la interposición de las acciones colectivas de cesa-
ción, retractación y declarativa, incluyendo entre las enti-
dades legitimadas a las Asociaciones de Consumidores y
Usuarios, aunque sin ser las únicas por ser mayor el campo
de actuación que tiene la Ley.

También se regula la legitimación pasiva, el plazo de
prescripción (considerándose suficiente a efectos de segu-
ridad jurídica dos años desde la inscripción de las condi-
ciones generales en el correspondiente Registro, sin perjui-
cio de su posible ejercicio en todo caso si no hubiera trans-
currido un año desde que se dictase una resolución judicial
declarativa de la nulidad de las cláusulas), las reglas de su
tramitación y la eficacia de las sentencias, que podrán ser
no sólo invocadas en otros procedimientos sino que direc-
tamente vincularán al juez en otros procedimientos dirigi-
dos a obtener la nulidad contractual de cláusulas idénticas
utilizadas por el mismo predisponente.

V. El Capítulo V regula la publicidad, por decisión ju-
dicial, de las sentencias de cesación o retractación (aunque
limitando la publicidad al fallo y a las cláusulas afectadas
para no encarecer el proceso) y su necesaria inscripción en
el Registro de Condiciones Generales de la Contratación.

VI. El Capítulo VI regula la obligación profesional de
los Notarios y de los Registradores de la Propiedad y Mer-
cantiles en orden al cumplimiento de esta Ley, así como de
los Corredores de Comercio en el ámbito de sus respecti-
vas competencias.

VII. El Capítulo VII regula el régimen sancionador
por el incumplimiento de la normativa sobre condiciones
generales de la contratación, en particular la persistencia
en la utilización o recomendación de cláusulas generales
nulas.

VIII. La Disposición adicional primera de la Ley está
dirigida a la modificación de la Ley 26/1984, de 19 de ju-
lio, General para la Defensa de los Consumidores y Usua-
rios.

En la línea de incremento de protección respecto de los
mínimos establecidos en la Directiva, la Ley mantiene el
concepto amplio de consumidor hasta ahora existente,
abarcando tanto a la persona física como a la jurídica que
sea destinataria final de los bienes y servicios, si bien debe
entenderse incluida también —según el criterio de la Di-
rectiva— a toda aquella persona que actúe con un propó-
sito ajeno a su actividad profesional aunque no fuera desti-
nataria final de los bienes o servicios objeto del contrato.

A diferencia de las condiciones generales, se estima
procedente que también las Administraciones Públicas
queden incluidas, como estaban hasta ahora, en el régimen
de protección de consumidores y usuarios frente a la utili-
zación de cláusulas abusivas.

La Ley introduce una definición de cláusula abusiva,
añadiendo un artículo 10 bis a la Ley 26/1984, conside-
rando como tal la que en contra de las exigencias de la
buena fe cause, en detrimento del consumidor, un desequi-
librio importante de los derechos y obligaciones contrac-
tuales.

Al mismo tiempo se añade una Disposición adicional a
la citada Ley 26/1984 haciendo una enumeración enuncia-
tiva de las cláusulas abusivas, extraídas en sus líneas gene-
rales de la Directiva, pero añadiendo también aquellas
otras que aún sin estar previstas en ella se estima necesario
que estén incluidas en el Derecho español por su carácter
claramente abusivo.

La regulación específica de las cláusulas contractuales
en el ámbito de los consumidores, cuando no se han nego-
ciado individualmente (por tanto también los contratos de
adhesión particulares), no impide que cuando tengan el ca-
rácter de condiciones generales se rijan también por los
preceptos de la Ley de Condiciones Generales de la con-
tratación en aquello no regulado específicamente por la
Ley General de Defensa de los Consumidores y Usuarios
(artículo 10.2 de ésta última).

IX. La Disposición adicional segunda modifica la
Ley Hipotecaria para acomodar las obligaciones profesio-
nales de los Registradores de la Propiedad a la normativa
sobre protección al consumidor y sobre condiciones gene-
rales, adecuando a las mismas y a la legislación sobre pro-
tección de datos de las labores de calificación, información
y publicidad formal. Dentro del ámbito de la seguridad ju-
rídica extrajudicial, bajo la autoridad suprema y salvaguar-
dia de Jueces y Tribunales, las normas registrales, dirigi-
das a la actuación profesional del Registrador, dados los
importantes efectos de los asientos que practican, deben
acomodarse a los nuevos requerimientos sociales, con la
garantía añadida del recurso gubernativo contra la califica-
ción, que goza de la naturaleza jurídica de los actos de ju-
risdicción voluntaria, todo lo cual contribuirá a la desjudi-
cialización de la contratación privada y del tráfico jurídico
civil y mercantil, sobre la base de que la inscripción ase-
gura los derechos, actos y hechos jurídicos objeto de pu-
blicidad.
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X. La Disposición transitoria prevé la inscripción vo-
luntaria de los contratos celebrados con anterioridad a la
entrada en vigor de esta Ley, salvo que norma expresa de-
termine la obligatoriedad de su inscripción en el Registro
de Condiciones Generales de la Contratación, y ello sin
perjuicio de la inmediata aplicación de los preceptos rela-
tivos a las acciones de cesación y retractación. 

XI. La Disposición derogatoria deja sin efecto el
punto 2 de la Disposición Adicional Segunda de la Ley
36/1988 de 5 de Diciembre de Arbitraje, como consecuen-
cia de la reforma del artículo 10 número 3 de la Ley Gene-
ral de Defensa de los Consumidores y Usuarios.

XII. La Disposición final primera regula el título
competencial, atribuyendo aplicación plena a los preceptos
de la Ley por tratarse de materias afectantes al Derecho ci-
vil y mercantil, y por la regulación de un Registro jurídico
estatal.

XIII. La Disposición final segunda regula las autori-
zación al Gobierno para el desarrollo reglamentario de la
Ley.

XIV. La Disposición final tercera determina la fecha
de entrada en vigor de la Ley.

CAPÍTULO I

Disposiciones Generales

Artículo 1. Ámbito objetivo.

1. Son condiciones generales de la contratación las
cláusulas predispuestas cuya incorporación al contrato sea
exclusivamente imputable a una de las partes, con inde-
pendencia de la autoría material de las mismas, de su apa-
riencia externa, de su extensión y de cualesquiera otras cir-
cunstancias, habiendo sido redactadas con la finalidad de
ser incorporadas a una pluralidad de contratos o declara-
ciones jurídicamente relevantes.

2. El hecho de que ciertos elementos de una cláusula
o que una o varias cláusulas aisladas se hayan negociado
individualmente no excluirá la aplicación de esta Ley al
resto del contrato si la apreciación global lleva a la conclu-
sión de que se trata, no obstante, de un contrato de adhe-
sión.

3. Suprimido.

Artículo 1 bis (nuevo). Ambito subjetivo.

1. La presente Ley será de aplicación a los contratos
que contengan condiciones generales celebrados entre un
profesional —predisponente— y cualquier persona física
o jurídica —adherente—.

2. A los efectos de esta Ley se entiende por profesio-
nal a toda persona física o jurídica que actúe dentro del
marco de su actividad profesional o empresarial, ya sea pú-
blica o privada.

3. El adherente podrá ser también un profesional, sin
necesidad de que actúe en el marco de su actividad.

Artículo 2. Ámbito territorial. Disposiciones imperati-
vas.

La presente Ley se aplicará a las cláusulas de condicio-
nes generales que formen parte de contratos sujetos a la le-
gislación española.

También se aplicará a los contratos sometidos a legisla-
ción extranjera cuando el adherente haya emitido su decla-
ración negocial en territorio español y tenga en éste su re-
sidencia habitual, sin perjuicio de lo establecido en Trata-
dos o Convenios internacionales.

Artículo 3. Contratos excluidos.

La presente Ley no se aplicará a los contratos adminis-
trativos, a los contratos de trabajo, a los de constitución de
sociedades, a los que regulan relaciones familiares y a los
contratos sucesorios.

Tampoco será de aplicación esta Ley a las condiciones
generales que reflejen las disposiciones o los principios
de los Convenios internacionales en que el Reino de Es-
paña sea parte, ni las que vengan reguladas específica-
mente por una disposición legal o administrativa de ca-
rácter general y que sean de aplicación obligatoria para
los contratantes.

Artículo 4. Requisitos de incorporación.

1. Las condiciones generales pasan a formar parte del
contrato cuando su incorporación al mismo haya sido
aceptada por el adherente y éste haya sido firmado por to-
dos los contratantes y a las que, en todo caso, deberá ha-
cerse referencia en el documento contractual.

No podrá entenderse que ha habido aceptación de la in-
corporación de las condiciones generales al contrato
cuando el predisponente no haya informado expresamente
al adherente acerca de su existencia, y no le haya facilitado
un ejemplar de las mismas.

2. Cuando el contrato no deba formalizarse por es-
crito y el predisponente entregue un resguardo justifica-
tivo de la contraprestación recibida, bastará con que el
predisponente anuncie las condiciones generales en un lu-
gar visible dentro del lugar en el que se celebra el negocio,
que las inserte en la documentación del contrato que
acompaña su celebración; o que, de cualquier otra forma,
garantice al adherente una posibilidad efectiva de conocer
su existencia y contenido en el momento de la celebra-
ción.

3. La redacción de las cláusulas generales deberá
ajustarse a los criterios de transparencia, claridad, concre-
ción y sencillez. (Pasa ser apartado 4.)

4. En los casos de contratación telefónica o electró-
nica, será necesario que conste en los términos que regla-
mentariamente se extablezcan la aceptación de todas y
cada una de las cláusulas del contrato, sin necesidad de
firma convencional. (Pasa a ser apartado 3.)
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Artículo 5. No incorporación. (Pasa a ser art. 6, Cap. II.)

No quedarán incorporadas al contrato las siguientes
condiciones generales:

a) las que el adherente no haya tenido oportunidad
real de conocer de manera completa al tiempo de la cele-
bración del contrato, o cuando no hayan sido firmadas,
cuando sea necesario, en los términos resultantes del ar-
tículo 4.

b) las que sean ilegibles, ambiguas, incomprensibles
u oscuras, salvo, en cuanto a estas últimas, que hubieren
sido expresamente aceptadas por escrito por el adherente y
se ajusten a la normativa específica que discipline en su
ámbito la necesaria transparencia de las cláusulas conteni-
das en el contrato.

c) Suprimido.

Artículo 6. Reglas de interpretación. (Pasa a ser art. 5.)

1. Cuando exista contradicción entre las condiciones
generales y las condiciones particulares específicamente
previstas para ese contrato, prevalecerán éstas sobre aqué-
llas, salvo que las condiciones generales resulten más be-
neficiosas para el adherente que las condiciones particula-
res.

2. Las dudas en la interpretación de las condiciones
generales oscuras se resolverán a favor del adherente.

3 (nuevo). En todo caso serán aplicables las disposi-
ciones del Código Civil en materia de interpretación de
contratos.

CAPÍTULO II

Nulidad y no incorporación de determinadas
condiciones generales 

Artículo 7. Nulidad.

1. Serán nulas de pleno derecho las condiciones gene-
rales que contradigan en perjuicio del adherente lo dis-
puesto en esta Ley o en cualquier otra norma imperativa o
prohibitiva, salvo que en ellas se establezca un efecto dis-
tinto para el caso de contravención.

2. En particular, serán nulas las condiciones generales
que sean abusivas, cuando el contrato se haya celebrado
con un consumidor, entendiendo por tales en todo caso las
definidas en el artículo 10 bis y disposición adicional pri-
mera de la Ley General para la Defensa de Consumidores
y Usuarios.

Artículo 8. Régimen aplicable.

1. La declaración judicial de no incorporación al con-
trato o de nulidad de las cláusulas de condiciones genera-
les, podrá ser instada por el adherente de acuerdo con las

reglas generales reguladoras de la nulidad contractual y
tendrá los efectos previstos en el artículo siguiente.

2. La sentencia estimatoria obtenida en un proceso in-
coado mediante el ejercicio de la acción individual de nu-
lidad o de declaración de no incorporación, decretará la
nulidad o no incorporación al contrato de las cláusulas ge-
nerales afectadas, o la nulidad del propio contrato caso que
la nulidad de aquéllas o su no incorporación afectara a uno
de los elementos esenciales del mismo en los términos del
artículo 1261 del Código Civil, y aclarará la eficacia del
contrato de acuerdo con el artículo 9.

Artículo 9. Efectos. 

1. La no incorporación al contrato de las cláusulas de
las condiciones generales o la declaración de nulidad de
las mismas, no determinará la ineficacia total del contrato,
si éste puede subsistir sin tales cláusulas, extremo sobre el
que deberá pronunciarse la sentencia.

2. La parte del contrato afectada por la no incorpora-
ción o por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto
por el Artículo 1258 del Código Civil y disposiciones en
materia de interpretación contenidas en el mismo.

CAPÍTULO III

Del registro de condiciones generales
de la contratación

Artículo 10. Registro de Condiciones Generales.

1. Se crea el Registro de Condiciones Generales de la
Contratación, que estará a cargo de un Registrador de la
Propiedad y Mercantil, conforme a las normas de provi-
sión previstas en la Ley Hipotecaria.

La organización del citado Registro se ajustará a las
normas que dicte el Ministerio de Justicia.

2. En dicho Registro podrán inscribirse las cláusulas
contractuales que tengan el carácter de condiciones gene-
rales de la contratación con arreglo a lo dispuesto en la pre-
sente Ley, a cuyo efecto se presentarán para su depósito,
por duplicado, los ejemplares, tipo o modelos en que se
contengan, a instancia de cualquier interesado, conforme a
lo establecido en el apartado 8 del presente artículo. No
obstante, el Gobierno, a propuesta conjunta del Ministerio
de Justicia y del departamento ministerial correspondiente,
podrá imponer la inscripción obligatoria en el Registro de
las Condiciones Generales en determinados sectores espe-
cíficos de la contratación.

3. Serán objeto de anotación preventiva la interposi-
ción de las demandas ordinarias de nulidad o de declara-
ción de no incorporación de cláusulas generales, así como
las acciones colectivas de cesación, de retractación y de-
clarativa previstas en el capítulo IV.

Dichas anotaciones preventivas tendrán una vigencia
de cuatro años a contar desde su fecha, siendo prorrogable
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hasta la terminación del procedimiento en virtud de man-
damiento judicial de prórroga.

4. Serán objeto de inscripción las ejecutorias en que
se recojan sentencias firmes estimatorias de cualquiera de
las acciones a que se refiere el apartado anterior. También
podrán ser objeto de inscripción, cuando se acredite sufi-
cientemente al Registrador, la persistencia en la utilización
de cláusulas declaradas judicialmente nulas.

5. El Registro de Condiciones Generales de la Con-
tratación será público. 

6. Todas las personas tienen derecho a conocer el con-
tenido de los asientos registrales.

7. La publicidad de los asientos registrales se reali-
zará bajo la responsabilidad y control profesional del Re-
gistrador.

8. La inscripción de las condiciones generales podrá
solicitarse:

a) Por el predisponente.
b) Por los contratantes y los legitimados para ejercer

la acción colectiva, si consta la autorización en tal sentido
del predisponente. En caso contrario, se estará al resultado
de la acción de declaración, que podrá ser interpuesta por
el contratante no predisponente, y sustanciada conforme a
lo establecido en el Capítulo IV de esta Ley.

c) En caso de anotación de demanda o resolución ju-
dicial, en virtud del mismo mandamiento, que las incorpo-
rará.

El Registrador extenderá, en todo caso, el asiento soli-
citado, previa calificación de la concurrencia en el solici-
tante de las condiciones establecidas.

9. Contra la actuación del Registrador, en sus respec-
tivos casos, podrán interponerse los recursos establecidos
en la legislación hipotecaria.

CAPÍTULO IV

Acciones colectivas de cesación, retractación
y declarativa de  condiciones generales 

Artículo 11. Acciones de cesación, retractación y decla-
rativa.

1. Contra la utilización o la recomendación de utiliza-
ción de condiciones generales que resulten contrarias a lo
dispuesto en esta Ley, o en otras leyes imperativas o prohi-
bitivas, podrán interponerse, respectivamente, acciones de
cesación y retractación.

2. La acción de cesación se dirige a obtener una sen-
tencia por medio de la cual se condene al demandado a eli-
minar de sus condiciones generales las que se reputen nu-
las y a abstenerse de utilizarlas en lo sucesivo.

3. Por medio de la acción de retractación se insta la
imposición al demandado, sea o no el predisponente, de la
obligación de retractarse de la recomendación que haya
efectuado de utilizar las cláusulas de condiciones genera-
les que se consideren nulas y de abstenerse de seguir reco-

mendándolas en el futuro, siempre que hayan sido efecti-
vamente utilizadas por el predisponente en alguna ocasión.

4. La acción declarativa tendrá por objeto el reconoci-
miento de una cláusula como condición general de contra-
tación, e instar su inscripción únicamente cuando ésta sea
obligatoria conforme al artículo 10.2 inciso final de la pre-
sente Ley.

Artículo 12. Sometimiento a dictamen de conciliación.

Previamente a la interposición de las acciones colecti-
vas de declaración de condiciones generales o de cesación
o de retractación, deberán las partes someter la cuestión
ante el Registrador de Condiciones Generales, que emitirá
informe en el plazo de quince días hábiles sobre la adecua-
ción a la Ley de las cláusulas controvertidas, pudiendo
proponer una redacción alternativa a las mismas. El dicta-
men del Registrador no será vinculante.

Artículo 13. Competencia material y tramitación del
proceso.

1. Las acciones declarativa, de cesación y de retracta-
ción se sustanciarán en todo caso ante la jurisdicción civil
u ordinaria por los trámites del juicio de menor cuantía.

2. Los juicios en que se sustancien la acción de nuli-
dad o de declaración de no incorporación, y las acciones
declarativa, de cesación o retractación se tramitarán sepa-
radamente, sin perjuicio de las acumulación de estas últi-
mas entre sí.

Artículo 14. Competencia territorial.

1. En los juicios promovidos por las acciones declara-
tiva, de cesación o retractación será Juez competente el de
Primera Instancia del lugar donde el demandado tenga su
establecimiento, y a falta de éste, de su domicilio.

2. En caso de que el demandado carezca de estableci-
miento y domicilio en el territorio español, será compe-
tente el juez del lugar en que se hubiera realizado la adhe-
sión.

Artículo 15. Legitimación activa.

Las acciones previstas en el Artículo 11 podrán ser ejer-
citadas por las siguientes entidades:

1. Las Asociaciones o Corporaciones de empresarios,
profesionales y agricultores que estatutariamente tengan
encomendada la defensa de los intereses de sus miembros.

2. Las Cámaras de Comercio, Industria y Navega-
ción.

3. Las Asociaciones de Consumidores y Usuarios le-
galmente constituidas y que tengan estatutariamente enco-
mendada la defensa de éstos.

CONGRESO 10 DE FEBRERO DE 1998.–SERIE A. NÚM. 78-8

— 73 —



4. El Instituto Nacional de Consumo y los órganos co-
rrespondientes de las Comunidades Autónomas y de las
Corporaciones Locales competentes en materia de defensa
de los consumidores.

5 (nuevo). Los Colegios Profesionales legalmente
constituidos.

6 (nuevo). El Ministerio Fiscal.

Artículo 16. Legitimación pasiva.

1. La acción de cesación procederá contra cualquier
profesional que utilice condiciones generales que se repu-
ten nulas.

2. La acción de retractación procederá contra cual-
quier profesional que recomiende públicamente la utiliza-
ción de determinadas condiciones generales que se consi-
deren nulas o manifieste de la misma manera su voluntad
de utilizarlas en el tráfico, siempre que en alguna ocasión
hayan sido efectivamente utilizadas por algún predispo-
nente.

3. La acción declarativa procederá contra cualquier
profesional que utilice las condiciones generales.

4. Las acciones mencionadas en los apartados ante-
riores podrán dirigirse conjuntamente contra varios profe-
sionales del mismo sector económico o contra sus Asocia-
ciones que utilicen o recomienden la utilización de condi-
ciones generales idénticas que se consideren nulas.

Artículo 17. Intervinientes en el proceso. Recurso de ca-
sación contra sentencias de cesación.

1. Las entidades legitimadas de conformidad con el
artículo 15 de la presente Ley podrán personarse en los
procesos promovidos por otra cualquiera de ellas, si lo es-
timan oportuno, para la defensa de los intereses que repre-
sentan.

2. El interviniente será tenido por parte sin que se re-
troceda en las actuaciones, pero podrá utilizar en adelante
los medios de defensa o recursos con independencia del
actor o demandado.

3. En las acciones de cesación, retractación o declara-
tiva, cualquiera que sea su cuantía, se admitirá siempre re-
curso de casación ante el Tribunal Supremo.

Artículo 18. Prescripción.

Las acciones colectivas de cesación y retractación pres-
criben por el transcurso de dos años desde el momento en
que se practicó la inscripción de las condiciones generales
cuya utilización o recomendación pretenden hacer cesar.

Tales acciones no obstante, podrán ser ejercitadas en
todo caso, durante el año siguiente a la declaración judicial
firme de nulidad o no incorporación que pueda dictarse
con posterioridad como consecuencia de una acción indi-
vidual.

La acción declarativa es imprescriptible.

Artículo 19. Efectos de la sentencia.

1. La sentencia estimatoria obtenida en un proceso in-
coado mediante el ejercicio de la acción de cesación, im-
pondrá al demandado la obligación de eliminar de sus con-
diciones generales las cláusulas que declare contrarias a lo
prevenido en esta Ley o en otras leyes imperativas, y la de
abstenerse de utilizarlas en lo sucesivo. Por otra parte,
aclarará la eficacia del contrato.

2. Si la acción ejercitada fuera la de retractación, la
sentencia impondrá al demandado la obligación de retrac-
tarse de la recomendación efectuada y de abstenerse de su
recomendación futura, de aquéllas cláusulas de condicio-
nes generales que hayan sido consideradas contrarias a De-
recho.

3. Si la acción ejercitada fuera la declarativa, la sen-
tencia declarará el carácter de condición general de la cláu-
sula o cláusulas afectadas y dispondrá su inscripción en el
Registro de Condiciones Generales.

4. La sentencia que estime la acción de cesación, una
vez adquiera firmeza, vinculará a todos los jueces en los
eventuales ulteriores procesos en que se inste la nulidad de
cláusulas idénticas a las que hubieran sido objeto de la refe-
rida sentencia, siempre que se trate del mismo predisponente.

CAPÍTULO V

Publicidad de las sentencias

Artículo 20. Publicación.

El fallo de la sentencia de cesación o retractación, una
vez firme, junto con el texto de la cláusula afectada, podrá
publicarse por decisión judicial en el «Boletín Oficial del
Registro Mercantil» o en un periódico de los de mayor cir-
culación de la provincia correspondiente al Juzgado donde
se hubiera dictado la sentencia, salvo que el Juez o Tribu-
nal acuerde su publicación en ambos.

Artículo 21. Inscripción en el Registro de Condiciones
Generales.

En todo caso en que hubiere prosperado una acción co-
lectiva o una acción individual de nulidad o no incorpora-
ción relativa a condiciones generales, el Juez dictará manda-
miento al Registrador de Condiciones Generales de la Con-
tratación para la inscripción de la sentencia en el mismo.

CAPÍTULO VI

Información sobre condiciones generales

Artículo 22. Información.

1. Los Notarios y Registradores de la Propiedad y
Mercantiles advertirán en el ámbito de sus respectivas
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competencias de la aplicabilidad de esta Ley, tanto en sus
aspectos generales como en cada caso concreto sometido a
su intervención.

2. Los Notarios, en el ejercicio profesional de su fun-
ción pública, velarán por el cumplimiento, en los docu-
mentos que autoricen, de los requisitos de incorporación a
que se refieren los artículos 4 y 6 de esta Ley. Igualmente
advertirán de la obligatoriedad de la inscripción de las con-
diciones generales en los casos legalmente establecidos.

3. En todo caso, el Notario hará constar en el contrato
el carácter de condiciones generales de las cláusulas que
tengan esta naturaleza y que figuren previamente inscritas
en el Registro de Condiciones Generales de la Contrata-
ción, o la manifestación en contrario de los contratantes.

4. Los Corredores de Comercio en el ámbito de sus
competencias, conforme a los artículos 93 y 95 del Código
de Comercio, informarán sobre la aplicación de esta Ley.

CAPÍTULO VII

Régimen sancionador

Artículo 23. Régimen sancionador.

La falta de inscripción de las condiciones generales de
la contratación en el Registro regulado en el Capítulo III
cuando sea obligatoria o la persistencia en la utilización o
recomendación de condiciones generales respecto de las
que ha prosperado una acción de cesación o retractación,
será sancionada con multa del tanto al duplo de la cuantía
de cada contrato por la Administración del Estado, a través
del Ministerio de Justicia, en los términos que reglamenta-
riamente se determinen, en función del volumen de contra-
tación, del número de personas afectadas y del tiempo
transcurrido desde su utilización.

No obstante, las sanciones derivadas de la infracción de
la normativa sobre consumidores y usuarios, se regirá por
su legislación específica.

DISPOSICIONES ADICIONALES

Primera. Modificación de la Ley 26/1984 de 19 de julio
General para la Defensa de los Consumidores y
Usuarios.

Se introducen las siguientes modificaciones en la Ley
26/1984 de 19 de Julio General para la Defensa de los
Consumidores y Usuarios:

Uno. La letra b) del apartado 1 del artículo 2 queda
redactada de la forma siguiente:

«La protección de sus legítimos intereses económicos y
sociales; en particular, frente a la inclusión de cláusulas
abusivas en los contratos a que hace referencia el artículo
10 bis de la presente Ley.»

Dos. El artículo 10 queda redactado en los siguientes
términos:

«Artículo 10. 1. Las cláusulas, condiciones o esti-
pulaciones que se apliquen a la oferta o promoción de pro-
ductos o servicios, y las cláusulas no negociadas indivi-
dualmente relativas a tales productos o servicios, incluidos
los que faciliten las Administraciones Públicas y las Enti-
dades y Empresas de ellas dependientes, deberán cumplir
los siguientes requisitos:

a) Concreción, claridad y sencillez en la redacción, con
posibilidad de comprensión directa, sin reenvíos a textos o
documentos que no se faciliten previa o simultáneamente a
la conclusión del contrato, y a los que, en todo caso, deberá
hacerse referencia expresa en el documento contractual.

b) Entrega, salvo renuncia expresa del interesado, de
recibo justificante, copia o documento acreditativo de la
operación, o en su caso, de presupuesto debidamente ex-
plicado.

c) Justo equilibrio entre los derechos y obligaciones
de las partes, lo que en todo caso excluye la utilización de
cláusulas abusivas en los términos y con el alcance que
prescribe el siguiente artículo 10 bis.

2. En caso de duda sobre el sentido de una cláusula
prevalecerá la interpretación más favorable para el consu-
midor.

3. Si las cláusulas tienen el carácter de condiciones
generales, conforme a la Ley sobre Condiciones Generales
de la Contratación, quedarán también sometidas a las pres-
cripciones de ésta, en aquéllo que no esté regulado en la
presente Ley.

4. Los convenios arbitrales establecidos en la contra-
tación a que se refiere este artículo serán eficaces si, ade-
más de reunir los requisitos que para su validez exigen las
leyes, resultan claros y explícitos. La negativa del consu-
midor o usuario a someterse a un sistema arbitral distinto
del previsto en el artículo 31 de esta Ley no podrá impedir
por sí misma la celebración del contrato principal.

5. Las cláusulas, condiciones o estipulaciones que
utilicen las empresas públicas o concesionarias de servi-
cios públicos, estarán sometidas a la aprobación y control
de las Administraciones Públicas competentes, cuando así
se disponga como requisito de validez y con independen-
cia de la consulta prevista en el artículo 22 de esta Ley.
Todo ello sin perjuicio de su sometimiento a las disposi-
ciones generales de esta Ley.

6. Los Notarios advertirán a los consumidores del po-
sible carácter abusivo de las cláusulas contenidas en los
contratos o negocios jurídicos que autoricen, así como de
su posible ineficacia o nulidad, sin perjuicio de lo dis-
puesto en la normativa notarial.

Los Registradores de la Propiedad y Mercantiles, califi-
carán, bajo su responsabilidad, el carácter abusivo de las
cláusulas que afecten a la eficacia real de los derechos ins-
cribibles, denegando su inscripción, sin perjuicio de los re-
cursos judicial o gubernativo, regulados por la legislación
hipotecaria, que pudieran interponerse.
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Los Notarios, los Corredores de Comercio y los Regis-
tradores de la Propiedad y Mercantiles, en el ejercicio pro-
fesional de sus respectivas funciones públicas, informarán
a los consumidores en los asuntos propios de su especiali-
dad y competencia.»

Tres. Se añade un nuevo artículo 10 bis con la si-
guiente redacción:

«Artículo 10 bis. 1. Se considerarán cláusulas abusi-
vas todas aquéllas estipulaciones no negociadas indivi-
dualmente que en contra de las exigencias de la buena fe
causen, en perjuicio del consumidor, un desequilibrio im-
portante de los derechos y obligaciones de las partes que se
derivan del contrato. En todo caso se considerarán cláusu-
las abusivas los supuestos de estipulaciones que se relacio-
nan en la disposición adicional de la presente Ley.

El hecho de que ciertos elementos de una cláusula o que
una cláusula aislada se hayan negociado individualmente no
excluirá la aplicación de este articulo al resto del contrato. 

El profesional que afirme que una determinada cláusula
ha sido negociada individualmente, asumirá la carga de la
prueba.

El carácter abusivo de una cláusula se apreciará te-
niendo en cuenta la naturaleza de los bienes o servicios ob-
jeto del contrato y considerando todas las circunstancias
concurrentes en el momento de su celebración, así como
todas las demás cláusulas del contrato o de otro del que
éste dependa.

Tal apreciación no se referirá a la definición del objeto
principal del contrato ni a su adecuación con el precio pac-
tado, siempre que las cláusulas que lo definan se redacten
de manera clara y comprensible.

2. Serán nulas de pleno derecho y se tendrán por no
puestas las cláusulas, condiciones y estipulaciones en las que
se aprecie el carácter abusivo. La parte del contrato afectada
por la nulidad se integrará con arreglo a lo dispuesto por el
Artículo 1258 del Código Civil. A estos efectos, el Juez que
declare la nulidad de dichas cláusulas integrará el contrato y
dispondrá de facultades moderadoras respecto de los dere-
chos y obligaciones de las partes, cuando subsista el contrato,
y de las consecuencias de su ineficacia en caso de perjuicio
apreciable para el consumidor o usuario. Sólo cuando las
cláusulas subsistentes determinen una situación no equitativa
en la posición de las partes que no pueda ser subsanada podrá
declarar la ineficacia del contrato.

3. Cualquiera que sea la Ley que las partes hayan ele-
gido para regir el contrato, las normas de protección de los
consumidores frente a las cláusulas abusivas serán aplica-
bles siempre que el contrato mantenga estrecha relación con
el territorio de un Estado miembro de la Unión Europea.»

Cuatro. Se añade un último párrafo al artículo 23 en
los siguientes términos:

«Los poderes públicos asimismo velarán por la exacti-
tud en el peso y medida de los bienes y productos, la trans-
parencia de los precios y las condiciones de los servicios
postventa de los bienes duraderos.»

Cinco. Se añade un nuevo apartado 9 al artículo 34
con la siguiente redacción:

«9. La introducción de cláusulas abusivas en los con-
tratos.»

El actual apartado 9 pasa a numerarse como 10, con el
mismo contenido.

Seis. Se añade una disposición adicional con la si-
guiente redacción:

«Disposición adicional. Cláusulas abusivas. 

A los efectos previstos en el artículo 10 bis, tendrán el
carácter de abusivas al menos las cláusulas o estipulacio-
nes:

I. Vinculación del contrato a la voluntad del profe-
sional.

1.ª Las cláusulas que reserven al profesional que con-
trata con el consumidor un plazo excesivamente largo o in-
suficientemente determinado para aceptar o rechazar una
oferta contractual o satisfacer la prestación debida, así como
las que prevean la prórroga automática de un contrato de du-
ración determinada si el consumidor no se manifiesta en con-
tra, fijando una fecha límite que no permita de manera efec-
tiva al consumidor manifestar su voluntad de no prorrogarlo.

2.ª La reserva a favor del profesional de facultades de
interpretación o modificación unilateral del contrato sin mo-
tivos válidos especificados en el mismo, así como la de re-
solver anticipadamente un contrato con plazo determinado o
la de resolver en un plazo desproporcionadamente breve o
sin previa notificación con antelación razonable un contrato
por tiempo indefinido, salvo por motivos graves que alteren
las circunstancias que motivaron la celebración del contrato.

En los contratos referidos a servicios financieros lo es-
tablecido en el párrafo anterior se entenderá sin perjuicio
de las cláusulas por las que el prestador de servicios se re-
serve la facultad de modificar sin previo aviso el tipo de in-
terés adeudado por el consumidor o al consumidor, así
como el importe de otros gastos relacionados con los ser-
vicios financieros, cuando aquéllos se encuentren adapta-
dos a un índice, siempre que se trate de índices legales y se
describa el modo de variación del tipo, o en otros casos de
razón válida, a condición de que el profesional esté obli-
gado a informar de ello en el más breve plazo a los otros
contratantes y éstos puedan resolver inmediatamente el
contrato. Igualmente podrá modificarse unilateralmente
las condiciones de un contrato de duración indeterminada,
siempre que el prestador de servicios financieros esté obli-
gado a informar al consumidor con antelación razonable y
éste tenga la facultad de resolver el contrato, o, en su caso,
rescindir unilateralmente, sin previo aviso en el supuesto
de razón válida, a condición de que el profesional informe
de ello inmediatamente a los demás contratantes.

3.ª La vinculación incondicionada del consumidor al
contrato, por imposición de prórrogas tácitas prolongadas
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o por la exigencia de preavisos desproporcionados, o la
imposición al consumidor que no cumpla sus obligaciones
una indemnización desproporcionadamente alta.

4.ª La supeditación a una condición cuya realización
dependa de la voluntad del profesional para el cumpli-
miento de las prestaciones, cuando al consumidor se le
haya exigido un compromiso firme.

5.ª La consignación de fechas de entrega meramente
indicativas condicionadas a la voluntad del profesional.

6.ª La exclusión o limitación de la obligación del pro-
fesional de respetar los acuerdos o compromisos adquiridos
por sus mandatarios o representantes o supeditar sus com-
promisos al cumplimiento de determinadas formalidades.

7.ª La estipulación del precio en el momento de la en-
trega del bien o servicio, o la facultad del profesional para
aumentar el precio final sobre el convenido, sin que en am-
bos casos existan razones objetivas o sin reconocer al con-
sumidor el derecho a rescindir el contrato si el precio final
resultare muy superior al inicialmente estipulado.

Lo establecido en el párrafo anterior se entenderá sin
perjuicio de la adaptación de precios a un índice, siempre
que sean legales y que en ellos se describa explícitamente
el modo de variación del precio.

8.ª La concesión al profesional del derecho a determinar
si el bien o servicio se ajusta a lo estipulado en el contrato.

II. Privación de derechos básicos del consumidor.

9.ª La exclusión o limitación de forma inadecuada de
los derechos legales del consumidor por incumplimiento
total o parcial o cumplimiento defectuoso del profesional.

En particular las cláusulas que modifiquen, en perjuicio
del consumidor, las normas legales sobre vicios ocultos,
salvo que se limiten a reemplazar la obligación de sanea-
miento por la de reparación o sustitución de la cosa objeto del
contrato, siempre que no conlleve dicha reparación o sustitu-
ción gasto alguno para el consumidor y no excluyan o limi-
ten los derechos de éste a la indemnización de los daños y
perjuicios ocasionados por los vicios y al saneamiento con-
forme a las normas legales en el caso de que la reparación o
sustitución no fueran posibles o resultasen insatisfactorias.

10.ª La exclusión o limitación de responsabilidad del
profesional en el cumplimiento del contrato, por los daños o
por la muerte o lesiones causados al consumidor debidos a
una acción u omisión por parte de aquéllos, o la liberación
de responsabilidad por cesión del contrato a tercero, sin con-
sentimiento del deudor, si puede engendrar merma de las ga-
rantías de éste, así como las limitaciones de responsabilidad
contrarias a la utilidad o finalidad del bien o servicio.

11.ª La privación o restricción al consumidor de las
facultades de compensación de créditos, así como de la de
retención o consignación.

12.ª La limitación o exclusión de forma inadecuada
de la facultad del consumidor de resolver el contrato por
incumplimiento del profesional.

13.ª La imposición de renuncias a la entrega de docu-
mento acreditativo de la operación.

14.ª La imposición de renuncias o limitación de los
derechos del consumidor reconocidos en la presente Ley.

III. Falta de reciprocidad.

15.ª La imposición de obligaciones al consumidor para
el cumplimiento de todos sus deberes y contraprestaciones,
aun cuando el profesional no hubiere cumplido los suyos.

16.ª La retención de cantidades abonadas por el con-
sumidor por renuncia, sin contemplar la indemnización
por una cantidad equivalente si renuncia el profesional.

17.ª La autorización al profesional para rescindir el
contrato discrecionalmente, si al consumidor no se le reco-
noce la misma facultad, o la posibilidad de que aquél se
quede con las cantidades abonadas en concepto de presta-
ciones aún no efectuadas cuando sea él mismo quien res-
cinda el contrato.

IV. Sobregarantías.

18.ª La imposición de garantías desproporcionadas al
riesgo asumido.

19.ª La inversión de la carga de la prueba en perjuicio
del consumidor.

V. Otras.

20.ª Las declaraciones de recepción o conformidad
sobre hechos insuficientes o ficticios, y las declaraciones
de adhesión del consumidor a cláusulas de las cuales no ha
tenido la oportunidad de tomar conocimiento real antes de
la celebración del contrato.

21.ª La transmisión al consumidor de las consecuen-
cias económicas de errores administrativos o de gestión,
que no le sean directamente imputables.

22.ª La imposición al consumidor de los gastos de do-
cumentación y tramitación que por ley imperativa corres-
pondan al profesional.

23.ª La imposición al consumidor de bienes y servi-
cios complementarios o accesorios no solicitados.

24.ª Los incrementos por precio por servicios acceso-
rios, financiación, aplazamientos, recargos, indemnizacio-
nes o penalizaciones que no correspondan a prestaciones
adicionales susceptibles de ser aceptados o rechazados en
cada caso expresados con la debida claridad o separación.

25.ª La negativa expresa al cumplimiento de las obli-
gaciones o prestaciones propias del productor o suminis-
trador, con reenvío automático a procedimientos adminis-
trativos o judiciales de reclamación.

26.ª La sumisión a arbitrajes distintos del de con-
sumo, salvo que se trate de órganos de arbitraje institucio-
nales creados por normas legales para un sector o un su-
puesto específico.

27.ª La previsión de pactos de sumisión expresa a Juez
o Tribunal distinto del que corresponda al domicilio del
consumidor, al lugar de cumplimiento de la obligación o
aquél en que se encuentre el bien si fuera inmueble, así
como los de renuncia o transacción respecto al derecho ex-
clusivo del consumidor a la elección de fedatario compe-
tente según la Ley para autorizar el documento público en
que inicial o ulteriormente haya de formalizarse el contrato.

28.ª La sumisión del contrato a un Derecho extranjero
con respecto al lugar donde el consumidor emita su decla-
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ración negocial o donde el profesional desarrolle la activi-
dad dirigida a la promoción de contratos de igual o similar
naturaleza.

29.ª La imposición de condiciones de crédito que para
los descubiertos en cuenta corriente superen los límites
que se contienen en el artículo 19.4 de la Ley de Crédito al
Consumo y dentro de su ámbito.

Las cláusulas abusivas referidas a la modificación uni-
lateral de los contratos y resolución anticipada de los de
duración indefinida, y al incremento del precio de bienes y
servicios, no se aplicarán a los contratos relativos a valo-
res, con independencia de su forma de representación, ins-
trumentos financieros y otros productos y servicios cuyo
precio esté vinculado a una cotización, índice bursátil, o un
tipo del mercado financiero que el profesional no controle,
ni a los contratos de compraventa de cláusulas, cheques de
viaje, o giros postales internacionales en divisas.

Se entenderá por profesional, a los efectos de esta dispo-
sición adicional, la persona física o jurídica que actúa den-
tro de su actividad profesional, ya sea pública o privada.»

Siete. Se añade una disposición adicional segunda
con la siguiente redacción:

«Disposición adicional segunda. Ámbito de aplicación.

Lo dispuesto en la presente Ley será de aplicación a
todo tipo de contratos en los que intervengan consumido-
res, con las condiciones y requisitos en ella establecidos, a
falta de normativa sectorial específica, que en cualquier
caso respetará el nivel de protección del consumidor pre-
visto en aquélla.»

Segunda. Modificación de la Legislación Hipotecaria.

Se modifican los artículos 222, 233, 253 y 258 de la
Ley Hipotecaria, aprobada por Decreto de 8 de Febrero de
1946 en los siguientes términos:

Uno. El artículo 222 bajo el epígrafe «Sección 1.ª De
la información registral» queda con la siguiente redacción:

«1. Los Registradores pondrán de manifiesto el con-
tenido de los libros del Registro en la parte necesaria a las
personas que, a su juicio, tengan interés en consultarlos,
sin sacar los libros de la Oficina, y con las precauciones
convenientes para asegurar su conservación.

2. La manifestación, que debe realizar el Registrador,
del contenido de los asientos registrales tendrá lugar por
nota simple informativa o por certificación, mediante el
tratamiento profesional de los mismos, de modo que sea
efectiva la posibilidad de publicidad sin intermediación,
asegurando, al mismo tiempo la imposibilidad de su mani-
pulación o televaciado.

Se prohíbe a estos efectos, el acceso directo, por cual-
quier medio, físico o telemático, a los Archivos de los Re-
gistradores de la Propiedad y Mercantiles, que responde-
rán de su custodia, integridad y conservación, así como la

incorporación de la publicidad registral obtenida, bien por
solicitud expresa, bien de un boletín oficial, a bases de da-
tos para su consulta o comercialización.

3. En cada tipo de manifestación se hará constar su
valor jurídico. La información continuada no alterará la
naturaleza de la forma de manifestación elegida, según su
respectivo valor jurídico.

4. La obligación del Registrador al tratamiento profe-
sional de la publicidad formal, excluye la manifestación de
los datos carentes de trascendencia jurídica, e implica que
la publicidad formal se exprese con claridad y sencillez,
sin perjuicio de los supuestos legalmente previstos de cer-
tificaciones literales a instancia de Autoridad judicial o ad-
ministrativa.

5. La nota simple tiene valor puramente informativo y
consiste en un extracto sucinto del contenido de los asien-
tos relativos a la finca objeto de manifestación, donde
conste la identificación de la misma, la identidad del titu-
lar o titular de los derechos inscritos sobre la misma, y la
extensión, naturaleza y limitaciones de éstos. Asimismo,
se harán constar las prohibiciones o restricciones que afec-
ten a los titulares o derechos inscritos. 

En ningún caso podrá consistir en el mero traslado o re-
producción xerográfica de los asientos registrales.

6. Los Registradores, al calificar el contenido de los
asientos registrales, deberán exigir el cumplimiento de las
normas aplicables sobre protección de datos de carácter
personal, y no atenderá las solicitudes de publicidad en
masa o indiscriminada.

7. Los Registradores deberán informar y asesorar a
cualquier persona que lo solicite, de forma verbal o escrita,
con carácter general o por referencia al contenido de su Ar-
chivo, sobre los aspectos registrales de los actos o contra-
tos realizados o que proyectan realizar.

8. Los interesados podrán elegir libremente el Registra-
dor a través del cual obtener la información registral relativa
a cualquier finca, aunque no pertenezca a la demarcación de
su Registro, siempre que deba expedirse mediante nota sim-
ple informativa o consista en información sobre el contenido
del Índice General Informatizado de fincas y derechos. La
llevanza por el Colegio de Registradores de la Propiedad y
Mercantiles del citado Índice General no excluye la necesi-
dad de que las solicitudes de información acerca de su conte-
nido se realicen a través de un Registrador.

Los Registradores, en el ejercicio profesional de su fun-
ción pública, están obligados a colaborar entre sí, y estarán
interconectados por telefax o correo electrónico a los efectos
de solicitud y remisión de notas simples informativas y de
información sobre el Índice General de fincas y derechos».

Dos. A continuación del artículo 222, se añadirá el si-
guiente epígrafe: «Sección 2.ª De las certificaciones.»

Tres. Se añade un párrafo 3.º al artículo 233 en los si-
guientes términos:

«El Registrador no obstante, se abstendrá de incluir
dentro de la certificación los datos carentes de trascenden-
cia jurídica, salvo que se trate de certificación literal a ins-
tancia de Autoridad judicial o administrativa.»
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Cuatro. El artículo 253 queda redactado así:

«1. Al pie de todo título que se inscriba en el Registro
de la Propiedad pondrá el Registrador una nota, firmada
por él, que exprese la calificación realizada, y en virtud de
la misma el derecho que se ha inscrito, la persona a favor
de quien se ha practicado, la especie de inscripción o
asiento que haya realizado, el tomo y folio en que se halle,
el número de finca y el de la inscripción practicada, y los
efectos de la misma, haciendo constar la protección judi-
cial del contenido del asiento. Asimismo se expresarán los
derechos que se han cancelado como menciones o por ca-
ducidad, al practicar la inscripción del título.

2. A continuación de la nota de inscripción, extenderá
nota simple informativa expresiva de la libertad o grava-
men del derecho inscrito, así como de las limitaciones, res-
tricciones o prohibiciones que afecten al derecho inscrito.

3. En los supuestos de denegación o suspensión de la
inscripción del derecho contenido en el título, después de
la nota firmada por el Registrador, hará constar éste, en un
apartado denominado “observaciones”, los medios de sub-
sanación, rectificación o convalidación de las faltas o de-
fectos subsanables e insubsanables de que adolezca la do-
cumentación presentada a efectos de obtener el asiento so-
licitado. En este supuesto, si la complejidad del caso lo
aconseja, el interesado en la inscripción podrá solicitar
dictamen vinculante o no vinculante, bajo la premisa,
cuando sea vinculante, del mantenimiento de la situación
jurídico registral y de la adecuación del medio subsanato-
rio al contenido de dicho dictamen.»

Cinco. El artículo 258, que irá precedido del epígrafe
«Información al consumidor», queda redactado así:

«1. El Registrador, sin perjuicio de los servicios pres-
tados a los consumidores por los centros de información
creados por su Colegio Profesional, garantizará a cualquier
persona interesada la información que le sea requerida, du-
rante el horario habilitado al efecto, en orden a la inscrip-
ción de derechos sobre bienes inmuebles, los requisitos re-
gistrales, los recursos contra la calificación, la minuta de
inscripción y los medios legales para la posible subsana-
ción de los defectos advertidos en los títulos que haya pre-
sentado en el Libro Diario para la inscripción de los dere-
chos en ellos contenidos.

Asimismo el Registrador de la Propiedad, en el ejerci-
cio profesional de su función pública, informará a los con-
sumidores en los asuntos propios de su especialidad y
competencia.

2. El Registrador denegará la inscripción de aquéllas
cláusulas que sean nulas de conformidad con la Legisla-
ción sobre Condiciones Generales y en aplicación del ar-
tículo 10 bis de la Ley General de Defensa de Consumido-
res y Usuarios.

3. Si los interesados notaren en la minuta de inscrip-
ción realizada por el Registrador, algún error u omisión,
podrán pedir que se subsane, acudiendo al Juzgado de Pri-
mera Instancia en el caso de que el Registrador se negare a
hacerlo.

El Juez, en el término de seis días, resolverá lo que pro-
ceda sin forma de juicio, pero oyendo al Registrador.

4. El Registrador cuando, al calificar si el título entre-
gado o remitido reúne los requisitos de los artículos 3 y
249 de esta Ley, deniegue en su caso la práctica del asiento
de presentación solicitado, pondrá nota al pie de dicho tí-
tulo con indicación de las omisiones advertidas y de los
medios para subsanarlas, comunicándolo a quien lo en-
tregó o remitió en el mismo día o en el siguiente hábil.

5. La calificación del Registrador, en orden a la prác-
tica del asiento de presentación, de la inscripción del dere-
cho, acto o hecho jurídico, y del contenido de los asientos
registrales, deberá ser global y unitaria.»

DISPOSICIÓN TRANSITORIA

Aplicación y adaptación

Los contratos celebrados antes de la entrada en vigor de
esta Ley, que contengan Condiciones Generales, podrán
inscribirse en el Registro de Condiciones Generales de la
Contratación, salvo que, por norma expresa, se determine
su obligatoriedad, en cuyo caso deberán hacerlo a partir de
su entrada en vigor.

Desde la entrada en vigor de esta Ley, podrán ejerci-
tarse las acciones de cesación y retractación reguladas en
la misma.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA 

Queda derogado el punto 2 de la Disposición Adicional
Segunda de la Ley 36/1988 de 5 de Diciembre de Arbitraje

DISPOSICIONES FINALES

Primera. Título competencial.

Todo el contenido de la presente Ley es, conforme al ar-
tículo 149.1 sexta y octava de la Constitución Española, de
competencia exclusiva del Estado.

Segunda. Autorizaciones.

Se autoriza al Gobierno para dictar las disposiciones de
desarrollo o ejecución de la presente Ley, en las que po-
drán tomarse en consideración las especialidades de los
distintos sectores económicos afectados.

Tercera. Entrada en vigor.

La presente Ley entrará en vigor a los veinte días de su
publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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